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D entro de la discusión pública que compone la 
agenda nacional hay temas que importan, temas 
que importan poco y otros que simplemente no 

importan. La cobertura de éstos suele ser discreta, por 
no decir nula; aparecen en menciones breves dentro de 
reportajes más amplios, en referencias secundarias o en 
notas marginales dentro del debate que se gesta en tor-
no a los temas que sí se consideran relevantes. Habrá 
que decirlo con claridad, son cuestiones que rara vez 
ocupan espacios centrales en los medios de comunica-
ción, que difícilmente se convierten en objeto de análisis 
académico y que tampoco logran instalarse en la con-
versación más inmediata. En toda agenda política exis-
ten jerarquías, prioridades y temas que inevitablemente 
quedan relegados. 

Aterrizando esta reflexión al campo jurídico, es impor-
tante ser conscientes de que no todos los aspectos de 
una reforma constitucional provocan controversia ni 
logran atraer el mismo interés social. Es decir, no todos 
los cambios a nuestro máximo ordenamiento pesan lo 
mismo ni derivarán en consecuencias de igual alcance. 
Algunos aspectos producen transformaciones institu-
cionales relevantes o reconfiguran equilibrios de poder, 
mientras que otros se limitan a introducir ajustes aco-
tados cuyo impacto jurídico y político resulta más bien 
limitado dentro del conjunto de la reforma.

En ese lugar periférico se encuentra el tema de las con-
sultas populares dentro de la iniciativa de reforma cons-
titucional en materia electoral presentada en marzo de 
2026 por la presidenta Claudia Sheinbaum, después de 
un proceso previo irregular y trompicado que incluyó la 
instalación de una comisión presidencial, la realización 
de foros y audiencias públicas como la elaboración de 
diversas propuestas que, en muchos casos, no fueron 
tomadas en cuenta en la versión final de la iniciativa. 
A diferencia de otros aspectos de la propuesta que han 

concentrado la atención del debate, como la configura-
ción del Congreso, los ajustes al financiamiento público 
de los partidos políticos o la regulación de contenidos 
electorales vinculados con inteligencia artificial, las dis-
posiciones relacionadas con los mecanismos de demo-
cracia directa han recibido escasísima atención. Se trata 
de un elemento que aparece de forma limitada dentro 
del proyecto de reforma y cuya discusión, en términos 
generales, no ha sido atendida.

 Con motivo de la primera consulta popular realizada en 
México en 2021 escribí algunos textos de carácter divul-
gativo sobre este mecanismo de participación. Desde 
aquel entonces quedé convencido de que las consultas 
populares en nuestro país no sólo resultan pertinentes 
sino necesarias para ampliar los espacios de participación 
ciudadana. Se trata de instrumentos que forman parte del 
repertorio institucional de la democracia directa y que, 
bien diseñados, pueden contribuir a canalizar demandas 
sociales, abrir procesos deliberativos y reforzar la legiti-
midad de determinadas decisiones públicas. Desde una 
concepción democrática que busca complementar los 
mecanismos representativos con formas adicionales de 
intervención ciudadana, resulta difícil oponerse en abs-
tracto a la existencia de este tipo de herramientas. La 
participación directa en la toma de decisiones públicas 
constituye, al menos en principio, una ampliación de la 
agencia política de la ciudadanía, reduciendo la distancia 
entre gobernantes y gobernados.

El problema aparece cuando estos mecanismos dejan de 
concebirse como instrumentos institucionales de parti-
cipación y comienzan a utilizarse como dispositivos de 
legitimación política. En ese punto la discusión deja 
de girar en torno al diseño normativo de la democra-
cia directa y se desplaza hacia su utilización estratégica 
dentro de dinámicas políticas que, con frecuencia, se vin-
culan con los populismos contemporáneos. La consulta, 
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así, se convierte en una herramienta de movilización o de 
ratificación política previamente definida.

Algo de eso ocurrió con la primera consulta popular cele-
brada en México. En su momento, en un artículo de opi-
nión publicado en The Washington Post (Garza Onofre, 
2021), califiqué de “terraplanistas de la democracia” a 
quienes impulsaban ese ejercicio, el cual se presentó 
públicamente como un mecanismo para decidir si debía 
juzgarse a los expresidentes, sí —aunque en retrospec-
tiva suene absurdo e inverosímil—, eso fue precisamente 
lo que se sostuvo; si era indispensable meter a la cárcel 
a todos los expresidentes. No se nos preguntaba algo 
relevante. No se consultaba si debían investigarse posi-
bles delitos ni si el Ministerio Público debía ejercer la 
acción penal cuando existieran elementos para hacerlo. 
Mucho menos si las autoridades debían cumplir con sus 
obligaciones constitucionales en materia de procuración 
de justicia. En términos prácticos, la consulta terminaba 
reducida a una especie de capricho presidencial. Inde-
pendientemente de que se alcanzaran o no los umbrales 
de participación establecidos en la Constitución, el ejer-
cicio carecía de efectos jurídicos reales. Jurídicamente 
era inviable. Se trivializaba un asunto que pertenece al 
ámbito del Estado de Derecho, se destinaban recursos 
públicos a un proceso sin consecuencias normativas cla-
ras y se construía una narrativa política que difícilmente 
podía traducirse en resultados institucionales efectivos. 
En el fondo, el ejercicio operó más como un show, un 
performance democrático sin impacto jurídico real. La 
situación se volvió todavía más problemática cuando la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su integra-
ción anterior a la reciente reforma judicial, modificó la 
pregunta original y produjo una formulación que terminó 
siendo confusa e imprecisa. El resultado fue un cuestio-
namiento prácticamente ilegible que desdibujó el sentido 
inicial del ejercicio y generó un proceso de consulta con 
escasa claridad sobre su objeto. Después de celebrada 
la consulta, junto con mi colega y amigo Javier Martín 
Reyes calificamos el proceso como la crónica de un fiasco 
anunciado (Garza Onofre y Martín Reyes, 2021).

Un mecanismo potencialmente valioso dentro de un régi-
men democrático terminó convertido en algo muy dis-
tinto de aquello que normativamente debería ser. Vale la 
pena insistir en que las consultas populares pueden cum-
plir una función relevante cuando permiten que la ciu-
dadanía intervenga de manera informada en decisiones 

públicas específicas y cuando se integran dentro de un 
diseño institucional que garantice claridad en las pregun-
tas, efectos jurídicos definidos y condiciones mínimas de 
deliberación pública.

Después de esa lúgubre experiencia, del fiasco anunciado, 
uno pensaría que quienes la promovieron, la impulsaron 
y se empeñaron en sostenerla como un ejercicio ejem-
plar de participación ciudadana habrían tomado concien-
cia de sus deficiencias y aprovecharían la coyuntura para 
proponer cambios que realmente contribuyeran al forta-
lecimiento de este mecanismo dentro del sistema consti-
tucional mexicano. En otras palabras, cabría esperar que 
la experiencia sirviera para corregir problemas evidentes 
de diseño institucional y para avanzar hacia reglas más 
claras que permitieran dotar a las consultas populares de 
mayor seriedad jurídica y utilidad democrática.

Pues nada más errado. No es siquiera que la iniciativa de 
reforma presentada por Claudia Sheinbaum empeore de 
manera sustantiva el panorama existente. El problema 
es más simple. Las consultas populares prácticamente 
no ocupan un lugar relevante dentro de la propuesta. 
Aparecieron de manera marginal, sin una revisión de 
fondo sobre sus condiciones de funcionamiento y sin un 
intento claro de corregir los problemas que la experiencia 
reciente dejó al descubierto.

En suma, lo que se propone es bastante acotado. La ini-
ciativa introduce ajustes puntuales en el artículo 35 cons-
titucional relacionados con la forma en que se promueven 
y realizan las consultas populares. Se establece que la 
autoridad electoral podrá fomentar la participación ciuda-
dana mediante medios físicos y electrónicos y se amplía 
la prohibición de contratar propaganda destinada a influir 
en la opinión pública, extendiéndola no sólo a radio y 
televisión, sino también a otros medios y plataformas 
de difusión masiva. Asimismo, se prevé la posibilidad 
de incorporar tecnologías de la información y comunica-
ción en la emisión del voto en estos ejercicios, dejando 
su regulación específica a lo que disponga la legislación 
secundaria. Fuera de estos cambios, el diseño general del 
mecanismo permanece intacto, pues no se modifican los 
umbrales de participación ni las condiciones para que los 
resultados sean vinculantes.

A ello se añadió una modificación relacionada con el 
ámbito local. La iniciativa planteaba incorporar en el 
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artículo 115 el reconocimiento del derecho de la ciudada-
nía a participar en consultas populares, referéndums, ple-
biscitos y otros mecanismos de democracia directa en el 
nivel municipal, cuya regulación quedaría a cargo de las 
legislaturas de las entidades federativas. Se establece, 
además, que dichas legislaturas determinarían los por-
centajes necesarios para solicitar estos ejercicios —con 
un límite máximo de dos por ciento de la lista nominal— 
y que sus resultados serían vinculantes cuando participe 
al menos 40% de la ciudadanía inscrita en ella. También 
se preveía que los Organismos Públicos Locales Electo-
rales (OPLE) se encargaran de su organización y cóm-
puto. En términos generales, se trataba de referencias 
que habilitaban el desarrollo de estos instrumentos en el 
ámbito estatal y municipal, más que de una redefinición 
sustantiva del régimen de consultas existente.

Más allá de estos puntos, la propuesta no introducía 
cambios estructurales en el diseño constitucional de las 
consultas populares. No se revisaban los umbrales de 
participación necesarios para que sus resultados fuesen 
vinculantes, no se redefinían sus efectos jurídicos, no se 
replanteaba el procedimiento para su convocatoria ni se 
atendían los problemas que la experiencia de 2021 puso 
en evidencia respecto a la formulación de las pregun-
tas o a la claridad de su objeto. En consecuencia, el 
mecanismo permanecía prácticamente intacto dentro del 
texto constitucional, con ajustes que operaban más como 
precisiones técnicas que como una reforma orientada a 
redefinir su funcionamiento dentro del sistema democrá-
tico mexicano.

En otras palabras, el mecanismo permanecía práctica-
mente intacto dentro del texto constitucional, con cam-
bios más bien de índole local y de corte técnico que, 
bajo una lectura crítica, quizá, este último aspecto podría 
abrir la puerta a una modificación relevante en el régi-
men de difusión de las consultas a nivel federal, ya que 
mientras que el texto constitucional vigente establece 
expresamente que el Instituto Nacional Electoral sería 
la única instancia encargada de promoverlas y difun-
dirlas, la redacción propuesta eliminaba esa referencia 
expresa a la exclusividad del Instituto. La modificación 
podría parecer menor, pero no es del todo irrelevante. Al 
desaparecer dicha mención, se abría un margen inter-
pretativo distinto sobre la participación de otros actores 
en la discusión pública que rodeaba a estos ejercicios, 

siempre dentro de los límites que estableciera la legisla-
ción secundaria.

Durante etapas previas de discusión se llegó a sugerir 
la posibilidad de introducir cambios más profundos en 
el régimen de las consultas populares en este sen-
tido, como que los partidos políticos pudieran solici-
tar o convocar consultas populares (Redacción de El 
Financiero, 2026). Sin embargo, estos planteamientos 
aparecieron únicamente en trascendidos o versiones 
preliminares no oficiales.

De ahí que pudiera concluirse que la iniciativa optara por 
mantener prácticamente intacto el diseño vigente del 
mecanismo, limitándose a introducir ajustes operativos 
menores y a abrir algunos márgenes para su desarrollo 
en el ámbito local. El contraste resultaba evidente si se 
revisan los propios antecedentes de la propuesta. Ahí se 
afirma que era necesario “transitar de una democracia 
puramente electoral a una donde la ciudadanía sea un 
sujeto activo permanente” (Presidencia de la República, 
2026, p. 7), mediante instrumentos como consultas 
populares, referéndums y plebiscitos que permitan que 
“el pueblo mande y el pueblo quite”. La retórica era ambi-
ciosísima, el contenido normativo, en cambio, bastante 
más modesto. Si algo muestra la reforma presentada es 
que, al menos en materia de consultas populares, la pro-
metida expansión de la democracia directa terminó redu-
cida a unos cuantos ajustes, como a sabiendas de que 
nada iba a suceder. 

Al tratarse de un aspecto tangencial dentro de la reforma 
electoral de Morena y poco relevante para los intereses 
inmediatos de los partidos políticos, terminó perdiéndose 
dentro de la lógica general de la disputa legislativa. Las 
negociaciones y los votos se concentraron en otros com-
ponentes de la iniciativa de mayor impacto para la com-
petencia electoral y la distribución del poder, mientras 
que el apartado relativo a consultas populares pasó prác-
ticamente inadvertido.

Así, la reforma fue desechada en el Legislativo al no 
alcanzar la mayoría calificada requerida para modificar 
la Constitución. Morena votó a favor, pero la oposición 
—PAN, PRI y Movimiento Ciudadano— se pronunció 
en contra y, de manera más significativa, también lo 
hicieron sus propios aliados, el Partido del Trabajo y el 



171
REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO

Partido Verde, lo que impidió reunir los votos necesa-
rios para su aprobación.

Ante lo ocurrido, lo que ha anunciado la titular del Poder 
Ejecutivo es recurrir a modificaciones en la legislación 
secundaria (la célebre ruta trazada por el Plan B), o bien 
volver a proponer otra reforma a nivel constitucional pero 
ahora muchísimo más descafeinada que la original, la 
cual al no tocar los aspectos más álgidos que impidie-
ron su viabilidad con los demás partidos políticos permita 
avanzar parcialmente algunos de los objetivos planteados 
por Morena en el primer intento. 

Y allí sí, como el apartado relativo a las consultas populares 
no generó mayor incomodidad en la discusión legislativa 
ni representó un punto de fricción entre las fuerzas polí-
ticas, todo indica que podría no sólo subsistir sino incluso 
ampliarse. De hecho, ya se ha mencionado la posibilidad 
de revisar algunas de las restricciones actuales, entre ellas 
la prohibición constitucional de someter a consulta popular 
temas de naturaleza electoral (Blanco, 2026).

En un giro difícil de ignorar, estaríamos ante algo que 
dista mucho de ser menor. Abrir la puerta para que 
cuestiones vinculadas con las reglas del propio sistema 
electoral puedan someterse a consulta implicaría tras-
ladar al terreno de la votación directa asuntos que tra-
dicionalmente han sido resguardados dentro del ámbito 
institucional y constitucional para evitar su manipulación 

coyuntural. En lugar de fortalecer los mecanismos de 
democracia directa, una medida de ese tipo podría ter-
minar instrumentalizándolos aún más dentro de la com-
petencia política, diluyendo la frontera entre participación 
ciudadana y estrategia plebiscitaria.

En conclusión, lo que inicialmente apareció como un 
componente marginal dentro de la reforma podría rein-
sertarse ahora dentro de la negociación política de la 
nueva propuesta, por no incomodar a nadie. Y así, para-
dójicamente, algo que fue prácticamente ignorado en la 
iniciativa original ahora podría terminar adquiriendo una 
relevancia inesperada dentro de una nueva reforma. Un 
tema que en menos de un mes pasó de menos impor-
tante a importante. 

Mientras el discurso insistía en profundizar la demo-
cracia directa, el instrumento constitucional que debía 
materializar esa promesa siguió arrastrando las falen-
cias de diseño y las ambigüedades que ya han quedado 
expuestas.

Triste historia para quienes se llenan la boca hablando 
del pueblo y de su participación en la toma de decisiones 
públicas, pero que en los hechos han dejado intactos los 
detalles cruciales del mecanismo jurídico más importante 
para hacerla posible. No por nada son populistas… La 
paradoja, en este caso, es que son populistas que des-
precian las consultas populares.




